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Para que sea obligado un empleador a pagar indemnización total y ordinaria de perjuicios, al tenor del artículo 216 del Código Sustantivo del Trabajo, debe comprobársele suficientemente que actuó con culpa en el siniestro, es decir que llevó a cabo comportamientos contrarios al deber legal que tiene de protección y seguridad respecto a sus trabajadores.
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SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, quince de octubre de dos mil nueve
Acta número 0064 del 15 de octubre de 2009
Siendo las cuatro y treinta minutos de la tarde de hoy, fecha y hora previamente programadas, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que se atenderá la apelación presentada por la parte demandante, respecto de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, el 13 de marzo del año que avanza, dentro del proceso ordinario laboral surtido entre Herwin Ordóñez Mejía como demandante y Cesar Ramírez Dávila, Cooperativa de Trabajo Asociado Coopsalud y la Corporación Nacional de Bienestar Social Cornabis como demandados. 
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por la mayoría de los integrantes de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Solicita el actor, como pretensiones principales, que se declare que entre él y el señor César Ramírez Dávila se verificó un contrato de trabajo a término indefinido, por el periodo comprendido entre el 14 de abril de 2004 y el 22 de mayo de 2006 y que en desarrolló del mismo sufrió un accidente de trabajo, consistente en la amputación de los cinco dedos de la mano izquierda, lo que le produjo una incapacidad permanente parcial, percance ocurrido por la negligencia, falta de medidas de protección, prevención e incumplimiento de normas de salud ocupacional por parte del empleador; como consecuencia de la anterior declaración, depreca se condene al señor César Ramírez Dávila a pagarle los perjuicios materiales correspondientes al daño emergente y lucro cesante, consolidados y futuros, por valor de 500 s.m.l.m.v.; por perjuicios morales objetivados y subjetivados, 500 s.m.l.m.v.; por perjuicios fisiológicos, 500 s.m.l.m.v.; indexación de las condenas, indemnización por despido injusto, lo que resulte probado en virtud de las facultades extra y ultra petita y las costas procesales.
Como pretensiones subsidiarias solicita se declare que entre él, como presunto trabajador asociado, y la Corporación Nacional de bienestar Social, Cornabis, se verificó un convenio de asociación, por el período comprendido entre el 10 de octubre de 2005 y el 22 de mayo de 2006, y que en desarrollo del mismo sufrió un accidente de trabajo, consistente en la amputación de los cinco dedos de la mano izquierda, percance que ocurrió por la negligencia, falta de medidas de protección, prevención e incumplimiento de normas de salud ocupacional de la mencionada cooperativa; como consecuencia de la declaración precedente, se condene a la Corporación Nacional de bienestar Social, Cornabis, al pago de perjuicios materiales correspondientes al daño emergente y lucro cesante, consolidados y futuros, por valor de 500 s.m.l.m.v.; por perjuicios morales objetivados y subjetivados, 500 s.m.l.m.v.; por perjuicios fisiológicos, 500 s.m.l.m.v.; indexación de las condenas, indemnización por despido injusto, lo que resulte probado en virtud de las facultades extra y ultra petita y las costas procesales.

Finca sus pretensiones en los siguientes hechos:
El actor ingresó a prestar sus servicios personales al señor César Ramírez Dávila en el establecimiento de comercio de su propiedad denominado “Madera y Muebles”, ubicado en el municipio de Santa Rosa de Cabal, el día 14 de abril de 2004, por medio de un contrato de trabajo verbal a término indefinido para desempeñar el cargo de ebanista y maquinista de planta; a partir del 10 de octubre de 2005, el mencionado empleador vinculó al demandante a la Cooperativa de Trabajo Asociado Coopsalud, entidad encargada del pago de la nómina, de las cotizaciones a salud y pensión, pero la continuada dependencia y subordinación se mantenía respecto a su empleador César Ramírez Dávila; el día 8 de enero de 2006, el empleador le solicitó que se retirara de la Cooperativa de Trabajo Asociado Coopsalud y que se vinculara a la Corporación Nacional de Bienestar Social, Cornabis, lo cual se hizo a partir del 10 de enero de 2006, encargándose dicha Entidad de afiliar al demandante al Sistema Integral de Seguridad Social en Salud y Riesgos Profesionales; la nómina la continúo pagando el señor Ramírez Dávila en su fabrica; durante el tiempo que estuvo afiliado a las mencionadas cooperativas, las órdenes, el control del horario de trabajo, las labores a realizar, los permisos, los llamados de atención, las herramientas y equipos de trabajo, entre otros, los suministraba el señor Ramírez Dávila; el último salario devengado ascendía a la suma de $500.000, desempeñando el cargo de ebanista y maquinista de planta, encargado de aserrar la madera y de entregarle la madera canteada y cepillada a sus compañeros de labores y cumpliendo un horario de 7:00 a.m. a 12 m y de 1:00 p.m. a 6:00 p.m. de lunes a viernes y los sábados de 7:00 a.m. a 12m; en cumplimiento de sus actividades, el 22 de mayo de 2006 sufrió un accidente de trabajo cuando se encontraba operando la maquina denominada “Trompo”, la cual se utiliza para moldurar figuras a la madera y al momento de estar trabajando con una tabla, la guía se corrió porque estaba suelta, sufriendo la amputación de los 5 dedos de la mano izquierda; el empleador y Cornabis, conociendo el cargo que desempeñaba el accionante, trasgrediendo cualquier programa de salud ocupacional y las medidas de seguridad y protección que debían brindarle a sus trabajadores y/o presuntos asociados, dispuso que su empleado manipulara la mencionada maquina, sin brindarle las más mínimas medidas de seguridad y protección, y sin importarle que dicho encargo de por si era una actividad peligrosa; para la fecha del percance, ni el demandado, ni Cornabis, tenían establecido un programa de salud ocupacional debidamente diseñado, violando la Resolución 1016 de 1989, así mismo no tenían conformado el Comité Paritario de Salud Ocupacional; mediante el dictamen N° 2565 de 2006, el Instituto de Seguros Sociales calificó el porcentaje de pérdida de capacidad laboral del trabajador en un 44,6% y el 21 de diciembre del mismo año el médico especialista en salud ocupacional del Instituto de Seguros Sociales expidió comunicación dirigida a Cornabis, informándole que el trabajador debía reintegrarse al trabajo con restricciones ocupacionales y en un puesto acorde a su nueva condición física, reubicación que a la fecha no se ha cumplido.
La demanda fue admitida por decisión del 16 de julio de 2007, fl. 83, ordenando correrla en traslado a los accionados.

César Ramírez Dávila, por medio de apoderado, contesto a folio 95, pronunciándose respecto a los hechos, explicando que el empleado tenía como función la de operar la sierra circular eléctrica para cortar madera y que el accidente ocurrió en otra maquina que no debía manejar; agrega que el trabajador no era maquinista en general, pues a cada operario, de acuerdo a su pericia y experiencia, se le asigna una maquina distinta, teniendo bajo su responsabilidad el demandante, como ya se afirmó, la sierra circular eléctrica, no la maquina trompo moldúrelo donde ocurrió el percance; afirma que es falso que en la empresa no se brinden medidas de seguridad a los trabajadores, porque siempre se les ha instruido y capacitado y se les han entregado los elementos necesarios para la ejecución del trabajo. Se opuso a las pretensiones y excepcionó Culpa exclusiva del trabajador e Imprudencia del trabajador.

Por su parte la Corporación Nacional del Bienestar Social, Cornabis, contestó a folio 111, pronunciándose en cuanto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones y excepcionando Culpa exclusiva del trabajador e Imprudencia del trabajador.

La Cooperativa de Trabajo Asociado Coopsalud guardó silencio.

No hubo ánimo conciliatorio, fl. 118, y luego de superadas otras etapas procesales, se constituyó el Juzgado en primera audiencia de trámite, oportunidad en la que se abrió a pruebas el debate con la orden de practicar y tener como tales las oportunamente pedidas por las partes.

Se instruyó en lo posible el proceso, se clausuró el período probatorio y se convocó para audiencia pública de juzgamiento dentro de la que se profirió sentencia el 13 de marzo de la anualidad que avanza, fl. 232, en la que se declaró la existencia de un contrato de trabajo entre el señor Ordóñez Mejía y el señor Ramírez Dávila, entre el 14 de abril de 2004 y el 22 de mayo de 2005, condenándose al empleador al pago de la indemnización por despido injusto y absolviéndolo, al igual que a las cooperativas codemandadas, de las restantes pretensiones de la demanda; para llegar a las anteriores conclusiones, determinó la funcionaria de primera instancia que el accidente de trabajo padecido por el actor ocurrió por su culpa exclusiva, toda vez que acaeció mientras cumplía labores en una maquina que no le había sido asignada, lo cual excluye la culpa del empleador. 
Inconforme con tal decisión, el apoderado del demandante interpuso recurso de apelación insistiendo en la culpa patronal, fl. 255, toda vez que considera que con los testimonios aportados al infolio, especialmente los rendidos por Manuel David Rico Ruiz, Jhon Fredy Ramírez Sánchez y Alex Joe Díaz Bonilla, se prueba fehacientemente que el hecho no ocurrió por culpa del trabajador; afirma que está probado que al actor le asignaron el trompo moldúrelo, que el señor Rico Ruiz consintió, permitió y/o autorizó al demandante trabajar en la mencionada maquina, que para la fecha en que ocurrió el percance la empresa no contaba con un Programa de Salud Ocupacional, que tampoco tenía inscrito ante el Ministerio de la Protección Social el Comité Paritario de Salud Ocupacional, que al momento en que ocurrieron los hechos la empresa no tomó las medidas de seguridad necesarias para evitar los accidentes que ocurrieron posteriormente, que no se dotaba al actor de los elementos de protección necesarios para su labor; indica además que al haber contestado el demandado “que se pruebe” ante la mayoría de los hechos de la demanda, estos debieron darse por probados y así haberse determinado en la sentencia; finalmente afirma que tachó por sospecha los testimonios de los señores Manuel David Rico Cruz y Jhon Fredy Ramírez Sánchez, de lo cual nada se dijo en el fallo.

Concedido el recurso y una vez surtido el trámite de rigor, se procede a decidir lo pertinente previas las siguientes

CONSIDERACIONES

Tópicos como la naturaleza laboral del vínculo que existió entre las partes, extremos temporales y la ocurrencia del accidente de trabajo, serán dejados por fuera de cualquier análisis por no haber contienda respecto de ellos.
Las razones de peso presentadas por la recurrente para controvertir la absolución en primera instancia se basan en la inexistencia de un Programa de Salud Ocupacional en la empresa, la falta de inscripción ante el Ministerio de la Protección Social del Comité Paritario de Salud Ocupacional, los testimonios rendidos al infolio por los señores Manuel David Rico Ruiz, Jhon Fredy Ramírez Sánchez y Alex Joe Díaz Bonilla, la falta de elementos de protección para los trabajadores, la forma en que se contestaron los hechos de la demanda y la falta de pronunciamiento respecto de las tachas de sospecha propuestas ante los testimonios rendidos por Manuel David Rico Cruz y Jhon Fredy Ramírez Sánchez.

Como primera medida analizaremos los testimonios de los señores Rico Ruiz, Ramírez Sánchez y Díaz Bonilla, los cuales, según el quejoso, demuestran la culpa patronal en el accidente de trabajo de que trata el presente proceso.

El señor Manuel David Rico Cruz, a folio 132 expuso:

· Trabajaba como operario del trompo.

· El actor le insistía que le dejara manejar dicha maquina.
· El día de los hechos le reiteró el pedido, dándole como respuesta que no estaba autorizado para eso, le dijo que le pidiera permiso a César (empleador) quien le dijo que no, al igual que el Jefe de Producción.

· Ante la insistencia le permitió manipular la maquina, pero advirtiéndole que era bajo su responsabilidad.

· Los cambios de funciones eran autorizados por César o Diego Ramírez.

· El demandante tenía asignado el manejo de la sierra.

· El trompo siempre ha sido manejado por él (el testigo).

· Nunca ha sido encargado de la fábrica.

· La maquina tiene todos los dispositivos para trabajar, las guías, el casco, el tapabocas y todos los elementos de seguridad.

· Afirma que el accidente ocurrió por falta de conocimiento del señor Ordóñez Mejía, aunque éste decía que tenia 3 años de experiencia.

· El actor desde hacía cuatro meses le venía diciendo que le dejara manejar el trompo, ello porque pretendía que le asignaran esa maquina para devengar un mayor sueldo.
· Después del accidente no ha ocurrido ningún percance en el trompo.

· Al momento de ocurrir el accidente el accionante estaba utilizando los elementos de seguridad como casco, tapa oídos y tapa bocas, más no guantes porque estos no son recomendables para esa maquina, porque se pueden enredar, eso fue definido en una reunión de salud ocupacional.

· Para la época del accidente existía en la empresa un Comité de Salud Ocupacional.

Por su parte el señor Jhon Fredy Ramírez Sánchez, expuso a folio 136:

· Herwin era operario de la sierra circular y de la sierra sin fin, además cargaba el horno, abandonó el puesto de trabajo y se metió a una maquina que no le estaba asignada.
· El encargado de repartir los puestos era el señor Diego Ramírez.

· Herwin estaba insistiendo que quería manejar el trompo, el día de los hechos Diego no estaba.

· Tenían como elementos de seguridad tapa oídos, casco y tapa bocas, no se utilizan guantes cuando hay acercamiento a las cuchillas.

· El accionante no tenía la capacitación y la experiencia para manejar el trompo.

· Cada puesto de trabajo tiene los elementos de seguridad, no le vio dichos elementos porque se encontraba a 10 o 15 metros de él.

Por último, el señor Alex Joe Díaz Bonilla, rindió testimonio a folio 142, sin embargo dicho testigo es de oídas, toda vez que laboró solo hasta el mes de noviembre de 2004 y el accidente ocurrió en el mes de mayo de 2006, por lo tanto su testimonio no es de utilidad para esclarecer los hechos.

Revisados los testimonios, según los cuales afirma el recurrente se prueba la culpa patronal, tenemos que de ellos lo único que se decanta es la confirmación respecto de que en la ocurrencia del desafortunado percance laboral medió la culpa del trabajador, toda vez que, tal como lo refirió la a quo, inclusive con los testimonios traídos a instancias del demandante se probó fehacientemente que éste tenía asignadas otras labores, diferentes al manejo del trompo moldúrelo, maquina considerada peligrosa por los trabajadores de la empresa, no porque fuese defectuosa, sino porque requería de una vasta experiencia y no cualquiera podía manipularla.
En efecto, los testigos aportados por el actor, fls. 144 al 150, aunque dejaron de laborar con él antes de la ocurrencia del percance, coinciden al afirmar que éste tenía asignada la sierra circular y una sinfín, no el trompo moldúrelo, y que contaban con los elementos de protección requeridos.

Respecto a que no se tuvo en cuenta que en las contestaciones de la demanda no se hizo un pronunciamiento de fondo respecto de la mayoría de los hechos, lo cual conlleva a que se tengan como probados, si bien ello es cierto, también lo es que dicha presunción es de orden legal y por lo tanto admite prueba en contrario, que fue precisamente lo que encontró la a quo en el proceso. No se pueden aplicar a “rajatabla” las consecuencias enunciadas, pues se deben acompasar con el material probatorio obrante al infolio, y en el caso en concreto, los testimonios rendidos han sido contundentes al demostrar que el hecho dañoso no tuvo su origen en culpa endilgable al empleador.

En cuanto a las tachas de sospecha respecto de los testimonios aportados por el demandado, no comprende esta Colegiatura como el apelante, al iniciar la sustentación de su recurso, expone que los testimonios rendidos por los señores Manuel David Rico Cruz y Jhon Fredy Ramírez Sánchez demuestran la existencia de culpa patronal, rematando el mencionado escrito afirmando que no se resolvió nada en la sentencia respecto a la tacha de sospecha propuesta en contra de dichos deponentes; pues bien, baste afirmar que, respecto a las tachas propuestas, encuentra esta Corporación que no se vislumbra en lo afirmado por los testigos ningún interés malsano en contra o a favor de alguna de las partes, sus versiones son coherentes, verosímiles y denotan que su única intención es decir la verdad, amén que coinciden con lo expuesto por los deponentes de la parte demandante en aspecto tan puntuales como la existencia de elementos de seguridad en cada puesto de trabajo y las funciones especificas que tenía asignadas el actor.

Alega el vocero judicial del demandante que el señor Manuel David Rico Ruiz consintió, permitió y/o autorizó que el señor Herwin Ordóñez trabajara en el trompo moldúrelo, sin embargo pasa por alto el recurrente que aquel permitió que su compañero de trabajo utilizara la referida maquina, sin embargo lo hizo sin autorización del empleador o del Jefe de Producción, a sabiendas que estos, conforme a su testimonio, habían negado tajantemente al demandante la posibilidad de laborar en dicho equipo, por lo cual, de su actitud no se puede derivar culpa alguna respecto del empleador. 

En cuanto a la culpa patronal suplicada, ella tiene sustento legal en el artículo 216 del C.S.T. que dispone: 
“Culpa del patrono. Cuando exista culpa suficiente comprobada del patrono en la ocurrencia del accidente de trabajo o en la enfermedad profesional, está obligado a la indemnización total y ordinaria por perjuicios…” (Subrayado nuestro)
De la norma transcrita se desprende que para que sea obligado un empleador a pagar indemnización total y ordinaria de perjuicios, debe comprobársele suficientemente que actuó con culpa en el siniestro, es decir que llevó a cabo comportamientos contrarios al deber legal que tiene de protección y seguridad respecto a sus trabajadores, tal como lo manda el artículo 56 de la obra citada: “De modo general, incumben al patrono obligaciones de protección y de seguridad para con los trabajadores…” (Subrayado nuestro), siendo esta un tipo de responsabilidad subjetiva que sin duda alguna surge del régimen general de las obligaciones contenido en nuestro Código Civil que en su artículo 1613 dispone: “La indemnización de perjuicios comprende el daño emergente y el lucro cesante, ya provenga de no haberse cumplido la obligación, o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse retardado el cumplimiento…” (Subrayado nuestro), cita normativa necesaria porque el análisis probatorio debe estar dirigido a determinar la conducta asumida por el empleador en relación con la obligación subjetiva que tenía frente a su trabajador, y de allí deducir si hubo o no participación de él en el accidente de trabajo sufrido por el demandante, cuya carga probatoria le corresponde exclusivamente al empleado, según la imposición hecha por el artículo 177 del C.P.C.  
En sustento de lo anterior basta con analizar parte de la decisión de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia Rad. 22.656 del 30 de junio de 2005, donde se expuso:

“Ahora bien, la viabilidad de la pretensión indemnizatoria ordinaria y total de perjuicios, como atrás se dijo, exige el acreditarse no solo la ocurrencia del siniestro o daño por causa del accidente de trabajo o enfermedad profesional, sino también, la concurrencia en esta clase de infortunio de ‘culpa suficiente comprobada’ del empleador.

Esa ‘culpa suficiente comprobada’ del empleador o, dicho en otros términos, prueba suficiente de la culpa del empleador, corresponde asumirla al trabajador demandante, en acatamiento de la regla general de la carga de la prueba de que trata el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil. Es decir, a éste compete ‘probar el supuesto de hecho’ de la ‘culpa’, causa de la responsabilidad ordinaria y plena de perjuicios laboral, la cual, por ser de naturaleza contractual conmutativa es llamada por la ley ‘culpa leve’ que se predica de quien, como buen padre de familia, debe emplear ‘diligencia o cuidado ordinario o mediano’ en la administración de sus negocios. 

De suerte que, la prueba del mero incumplimiento en la ‘diligencia o cuidado ordinario o mediano’ que debe desplegar el empleador en la administración de sus negocios, para estos casos, en la observancia de los deberes de protección y seguridad que debe a sus trabajadores, es prueba suficiente de su culpa en el infortunio laboral y, por ende, de la responsabilidad de que aquí se habla, en consecuencia, de la obligación de indemnizar total y ordinariamente los perjuicios irrogados al trabajador…” (
).

Ahora bien, el repertorio probatorio del demandante, en el sentido de demostrar la culpa del empleador en el accidente de trabajo, es bien pobre, toda vez que, como ya se afirmó, todos los testigos que aportó habían dejado de trabajar con él desde hacía más de un año, y al margen de ello, afirmaron que al actor no le correspondía laborar en la maquina causante del percance, pues tenía bien definido que sus labores eran desarrolladas en la sierra eléctrica y en la sinfín, amén que afirman que cada puesto de trabajo contaba con los elementos de seguridad pertinentes.

Alega el quejoso que la empresa no contaba al momento del accidente con un Programa de Salud Ocupacional, ni con Comité de Salud Ocupacional; respecto al incumplimiento de leyes o reglamentos referentes a salud ocupacional, expresa el tratadista Carlos Luis Ayala Cáceres:

“Algunos autores señalan que la violación de reglamentos es un generador de la culpa y otros que es una forma de llegar a la negligencia, imprudencia e impericia, siendo esta última tesis la más aceptada.

…

La violación de una ley o reglamento o de una simple orden, no es en si misma constituyente de culpa, sino que su trasgresión lleva al infractor a la comisión del acto culposo, no es incumplir las normas sino los efectos de su incumplimiento, siendo la violación de las normas parte de la causa del accidente de trabajo o enfermedad profesional generando la culpa patronal.

…

La presunción de culpa que se da en la responsabilidad civil, se puede liberar demostrando que el patrono actuó con diligencia y cuidado, cumpliendo con las obligaciones de seguridad que le correspondía, pero si incumple normas de salud ocupacional no se libra del pago de la indemnización por responsabilidad civil y para que prospere la demanda el trabajador debe comprobar la culpa del empleador.”(
) (Subrayado nuestro)
Y es que lo que se probó dentro de todo el trámite del proceso es que el hecho dañoso que hoy se lamenta, acaeció por culpa de trabajador, no del empleador, toda vez que aquel, por su propia iniciativa y sin medir los riesgos que corría, confiando temerariamente en su experiencia en el ramo, insistió hasta que logró que un compañero de trabajo le permitiera manejar una maquina, el trompo moldúrelo, la cual no tenía asignada, pues su trabajo correspondía, por designación de su empleador, a la manipulación de la sierra eléctrica y de la sierra sinfín. 
Conforme con el panorama probatorio planteado, no queda otro camino a esta Colegiatura que confirmar la sentencia que por apelación ha conocido, toda vez que la parte obligada a demostrar el supuesto de hecho de la norma que pretende se aplique, en este caso la culpa patronal, no lo hizo, incumpliendo con la carga probatoria aparejada a sus pedimentos, sin que la simple omisión en cuanto al Plan de Salud Ocupacional o al Comité Paritario de Salud Ocupacional, si bien son de gran importancia en cualquier empresa, no constituye per se prueba de la culpa patronal, tal como requiere la norma que se pretende aplicar y, como ya se explicó, el accidente de trabajo se debió a la imprudencia del mismo trabajador.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación se ha conocido.
Costas por la actuación en esta sede a cargo de la demandante.
Notificación en Estrados.

No siendo otro el objeto de esta diligencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria
(�).M.P. Isaura Vargas Díaz. 


(�).Legislación en Salud Ocupacional y Riesgos Profesionales. Segunda edición, 2001. Págs. 142 y 145. 
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